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                                                        PROCESADO: JHON FREDY GUARÍN y OTROS           

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, agosto dos (2) de dos mil seis (2006)
Aprobado por Acta No. 473
Hora: 05:45 p.m.
1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor de los procesados JHON FREDY GUARÍN ORREGO, ALEJANDRA MARÍA LONDOÑO PINEDA, GILMA PATRICIA OÑATE CADAVID y SANDRA MILENA NIETO MORALES, contra el fallo de condena proferido el pasado treinta y uno (31) de marzo por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital, mediante el cual los declaró penalmente responsables del ilícito de FALSO TESTIMONIO y les impuso pena de prisión de diez (10) meses de prisión e inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso, con derecho al subrogado de la condena de ejecución condicional.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer lo actuado.

2.- PRECEDENTES
2.1.- Este averiguatorio tuvo su origen en la orden impartida por la Fiscalía Trece (13) Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito de esta ciudad, consistente en compulsar copias para que se investigara la posible infracción de Falso Testimonio por parte de cuatro (4) declarantes en el proceso que se adelantaba por la conducta de Tentativa de Homicidio en la persona de JUAN CARLOS RIVERA y donde figuraba comprometido JORGE HUMBERTO NIETO MORALES.
2.2.- Todos los testimoniantes -tres mujeres y un hombre- quisieron favorecer con sus relatos al implicado en el asunto; las tres, al decir que éste estuvo en casa de una de ellas y no salió, con lo cual, no pudo estar en el lugar del insuceso; en tanto, el cuarto declarante que fue testigo presencial del acontecimiento, negó haber visto al agresor y no lo reconoció, para posteriormente decir lo contrario.
2.3.- La instrucción estuvo a cargo de la Fiscalía Quince (15) pero la calificación correspondió a la Diecisiete (17) Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito, autoridad que decidió el día veintiséis (26) de Noviembre de 2003, pronunciarse sobre el mérito del sumario 









































































































con Resolución de Acusación para todos los vinculados, por la conducta punible de FALSO TESTIMONIO de conformidad con el artículo 172 de la Ley 100 de 1980.
2.4.- El asunto fue definido con sentencia de condena para todos los acusados, el pasado treinta y uno (31) de Marzo, al estimar el fallador que las excusas que se han venido esgrimiendo para intentar justificar la falta, no pueden ser de recibo ante la ausencia de prueba que así lo indique.
2.5.- No estuvo de acuerdo con ese pronunciamiento el apoderado de confianza, razón por la cual impugnó la sentencia de condena, con los siguientes argumentos:
- De conformidad con las disposiciones penales vigentes para la fecha de ocurrencia de los hechos que se endilgan, la acción penal se halla prescrita, toda vez que ellos se registraron en el año 1999 y a la fecha “han transcurrido más de siete (7) años”.
- De nada valieron sus exposiciones en audiencia pública, cuando quiso resaltar ante el señor Juez que todo lo ocurrido tuvo su razón de ser en los vínculos que unían a todas las declarantes con la persona del señor JORGE HUMBERTO NIETO MORALES  (q.e.p.d.), pues SANDRA MILENA era su hermana, GILMA su compañera y madre de un hijo suyo, y ALEJANDRA una muy buena amiga. Ahora, en lo que concierne a JHON FREDY, se vio compelido a obrar de esa manera porque recibió amenazas contra su vida que finalmente lo hicieron irse del país y está residenciado en España.

- Para corroborar lo anterior, señala que precisamente por eso, pocos días después unos sicarios dieron muerte a NIETO MORALES, investigación que “quedó en veremos”. Le parece injusto por tanto que ahora se condena a esas personas que sólo quisieron hacer un favor o evitarse un problema.
3.- SE CONSIDERA
La disposición que se dice infringida, artículo 172 de la Ley 100 de 1980, reza: “El que en actuación judicial o administrativa bajo la gravedad del juramento ante autoridad competente, falte a la verdad o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión de uno (1) a cinco (5) años”, dispositivo que tiene prevista sanción más favorable a la legislación penal posterior (Art. 442 de la Ley 599 de 2000). Tal rango punitivo es referente obligado para examinar el ataque que hace el impugnante sobre la imposibilidad de continuar la actuación penal por presentarse la prescripción. Al respecto, vale la pena mencionar que visto desde un punto de vista estrictamente cronológico el asunto, le asistiría razón al togado, habida cuenta de haber ocurrido a la fecha casi siete (7) años desde que se cometieron los hechos por los cuales fueron procesados los encartados. Empero, pareciera olvidar el profesional del derecho, el original contenido del artículo 86 del Código Penal –antes de la modificación hecha por el dispositivo 6º de la Ley 890 de 2004-, en cuanto establecía que La prescripción de la acción penal se interrumpe con la resolución acusatoria o su equivalente debidamente ejecutoriada, o incluso, lo consagrado en el artículo 84 del Decreto Ley 100 de 1980, de similar redacción, aunque en tal estatuto, la prescripción era interrumpida por el auto de proceder, o su equivalente.
En ese orden de ideas, dado que la resolución de acusación se profirió el veintiséis (26) de noviembre de dos mil tres (2003) sin que se interpusieran recursos, la misma cobró ejecutoria el nueve (9) de enero de dos mil cuatro (2004). Tal como lo disponen las normas aludidas, una vez producida la interrupción, empieza a correr la mitad del término original, sin que pueda ser inferior a cinco (5) años, lapso que todavía no ha transcurrido en el caso sub judice y por ende, no hay lugar a declarar la prescripción como lo pide la defensa. 
En el otro aspecto del recurso, no hay nada que discutir desde el punto de vista de la tipicidad del comportamiento, toda vez que está probado, plenamente comprobado hasta la saciedad, que todos los ahora condenados sí faltaron a su deber legal de decir la verdad. Así se afirma porque:

GILMA PATRICIA OÑATE y ALEJANDRA MARÍA LONDOÑO, declararon que su compañero y amigo, respectivamente, JORGE HUMBERTO NIETO MORALES, llegó a la casa a tomarse unos tragos, todo muy normal y no volvió a salir hasta el momento en que fue aprehendido. Igual aseveración hizo SANDRA MILENA, para precisar que su hermano estuvo desde las 11:00 de la noche en esa vivienda y ni él ni ninguno de los que lo acompañaban salieron para nada a la calle, razón por la cual permaneció allí hasta que en horas de la madrugada preguntó la policía por JORGE y se lo llevaron.

Por su parte, el otro testigo JHON FREDY GUARÍN, aseguró en un primer momento que vio cuando un tipo de ropa oscura y alto se tiró contra JUAN CARLOS, sacó algo debajo de la ropa y se la aventó, sin poder precisar de quién se trataba.

Hasta allí todo transcurría normalmente, pero ocurrió que fue el mismo implicado en ese punible, señor JORGE HUMBERTO NIETO MORALES, quien desvirtuó los dichos de los testigos que declararon a su favor, cuando aceptó que a eso de la 1:00 a.m. agredió con arma blanca a JUAN CARLOS RIVERA y que posteriormente se dirigió a casa de GILMA donde permaneció hasta que fue retenido.
Además, al ser llamado nuevamente a declarar, JHON FREDY admite que mintió en su primer testimonio, que porque “no se quería ver envuelto en problemas porque la familia del herido lo estaba buscando supuestamente para amenazarme, además porque estoy solo y uno bisoño en estos casos”.

Ya al momento de rendir indagatoria por el cargo de FALSO TESTIMONIO en el asunto que nos convoca, todos, absolutamente todos, aceptaron haber mentido, en los siguientes términos: GILMA, por haber dicho que su hermano “había llegado tranquilo”, cuando la verdad es que llegó lesionado. ALEJANDRA, al decir que JORGE no había salido de esa casa, cuando la realidad es que ella salió de allí un poco antes de las doce de la noche y la hora que dijo ante la Fiscalía fue porque SANDRA se la sugirió. Y SANDRA, que así obró porque “su mamá sufre mucho”. Finalmente, JHON FREDY nos reitera que así actuó porque estaba obrando por temor.

Como se aprecia, está claro que los testigos contra los cuales se dispuso compulsar copias por la Fiscalía General, efectivamente faltaron a la verdad ante autoridad judicial competente y bajo las prevenciones de ley. Al momento de la interposición del recurso ante esta instancia, el señor apoderado de confianza no intenta desvirtuar esa realidad, la da por demostrada y procede a esgrimir argumentos que antes de negar el proceder indebido tienden a su justificación.

Pero ocurre, que las aseveraciones exculpativas que se han venido presentando, no pueden ser tenidas en consideración, y digamos por qué:

El que GILMA PATRICIA sea la compañera y SANDRA MILENA la hermana, no es razón para que estén autorizadas a decir mentiras en los estrados judiciales. El parentesco tiene la gran virtud de exonerarlos del deber de rendir testimonio, pero una vez hecha esa advertencia de rigor y a sabiendas de las consecuencias que el juramento les imponía, si se decidieron a declarar, como en efecto lo hicieron, debían correr con la responsabilidad penal en caso de faltar a la verdad o de callarla total o parcialmente.
Para el caso de ALEJANDRA la situación es aún más comprometedora, porque ella no es pariente, se trata simplemente de una amiga que quiso hacerle un favor a JORGE HUMBERTO. Con su proceder, demostró que le interesaba más apoyar a su amigo que causar un daño social al defraudar la recta Administración de Justicia.
En lo que a JHON FREDY concierne, el Tribunal habrá de decir, como no puede ser de otra manera, que las afirmaciones que esboza con respecto a unas amenazas fraguadas por los familiares de la víctima, no tienen en realidad sustento probatorio como lo indicó la Fiscalía y el señor Juez de primera grado. Y no la tiene porque si se observa la explicación ofrecida, él mismo aseguró que la familia del herido lo estaba buscando “supuestamente” para amenazarlo. Significa lo anterior, que la amenaza no era real sino que él suponía que lo iban a amenazar y que para eso era que lo estaban buscando.

Ahora bien, el simple hecho de que el señor JORGE HUMBERTO NIETO fuese asesinado poco días después de los episodios por los cuales se le juzgó, no es acontecimiento que pruebe por sí solo las potenciales amenazas de las que nos habla JHON FREDY. Lo uno no lleva necesaria e indefectiblemente a lo otro. Pudo ser o pudo no ser, pero lo cierto es que para que los Jueces puedan tener en consideración una circunstancia eximente de responsabilidad, en nuestro caso la insuperable coacción ajena, no sólo debe estar plenamente acreditada en el plenario, sino que debe establecerse la relación causal entre esa amenaza y el resultado antijurídico, es decir, que no sólo basta con saberse que la persona efectivamente fue amenazada, sino que esa amenaza era seria y que estaba directa e inequívocamente dirigida a obligarlo a faltar a la verdad.
Y si la susodicha amenaza está en entredicho, la segunda exigencia es francamente inadmisible para el caso concreto, pues basta decir sencillamente que es un verdadero despropósito asegurar que JHON FREDY mintió a la justicia por las amenazas recibidas, pues era precisamente la familia del ofendido la más interesada en que dijese la verdad, es decir, en que contara quién era el verdadero autor de la agresión. Así las cosas, si JHON FREDY mintió, lo hizo por su propia cuenta y riesgo, pero nunca porque la citada familia lo obligara a decir ante los estrados judiciales que no logró reconocer a la persona que causó las heridas a JUAN CARLOS  RIVERA.

Sean los anteriores razonamientos suficientes para confirmar la decisión objeto de recurso, con la siguiente modificación: 

En lo que hace con el procesado JHON FREDY GUARÍN, no se tuvo en cuenta que dentro del mismo proceso adelantado por las lesiones inferidas al señor JUAN CARLOS RIVERA, tal declarante rindió testimonio en el cual se retractó de lo dicho con anterioridad, tal como obra en fl. 13 vto. del cuaderno original, lo cual comporta una disminución punitiva de hasta la mitad de la pena, según el contenido del artículo 173 del Código Penal de 1980. En consecuencia, de manera oficiosa la Sala procederá a otorgar tal rebaja, que será de una cuarta (1/4) parte de la sanción, en atención a que cuando tal retractación se produjo, ya se había producido la confesión del implicado. En consecuencia, la pena definitiva que deberá afrontar el procesado, una vez concedido el descuento de la sexta (1/6) parte otorgado en la primera instancia, será del orden de siete (7) meses y quince (15) días de prisión. Por el mismo lapso será la pena accesoria. 
Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito, objeto de apelación, pero de manera oficiosa lo MODIFICA en cuanto la pena principal que se impone al señor JHON FREDY GUARÍN ORREGO, es del orden de siete (7) meses y quince (15) días de prisión. La sanción accesoria, será por el mismo lapso de la pena principal.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE  
         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
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